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			PRÓLOGO

			
DINERO Y JUSTICIA

			EDUARDO TORRES-DULCE LIFANTE

			Abogado. Exfiscal General del Estado

			Cada vez que me hablan de cómo abordar los problemas de ubicación institucional que provoca la figura del Ministerio Fiscal en España, y siempre en conexión con el diseño constitucional del artículo 124.1 CE, sostengo que la clave es cómo asegurar y avanzar en un modelo de autonomía responsable y que ello, a fuer de reformas propias del Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal (EOMF), siempre necesarias, pasa por su completa autonomía presupuestaria y su correspondiente dación de cuenta responsable en sede parlamentaria. La dependencia ministerial, y parcialmente de los Ejecutivos autonómicos, cuasi absoluta, tanto normativa, como organizativa y, especialmente presupuestaria, lastra de forma significativa cualquier pugna argumental de separación real de funciones entre el Gobierno y el Ministerio Fiscal.

			A otro nivel, pero con un horizonte final, sustancialmente similar, sucede otro tanto con la Administración de Justicia y el gobierno, vía Consejo General del Poder Judicial, y Consejerías de Justicia autonómica en cuanto a sus competencias, respecto de Jueces y Tribunales, con un disparatado e ineficiente mapa de competencias en parte autonómico, en parte dependiente del Ministerio de Justicia, que dificulta cualquier acuerdo, por ejemplo en cuanto al diseño de plantillas, incluidas las del personal colaborador, y a un sostenido y sostenible desarrollo tecnológico imprescindible y ya inexcusable y cuyos severos déficits ha puesto de manifiesto la reciente pandemia del coronavirus.

			En el fondo de la cuestión late además un elemento imprescindible en una sociedad organizada institucionalmente conforme a modelos democráticos, y que no es otro que el de la responsabilidad personal e institucional, por cuanto nadie ni nada puede quedar exento de ese control, un control de responsabilidad que en cuanto a la Justicia en España queda notablemente difuso cuando no difuminado.

			Las visiones de la Justicia en España por lo general han girado en torno a discusiones teóricas y a denuncias de males endémicos, cuyo paradigma es la extraordinaria Exposición de Motivos que el Ministro Alonso Martínez presentó con ocasión de la reforma de la Ley de Enjuiciamiento Criminal (LECr) en 1882, pero casi nunca han permitido, sino hasta tiempos más recientes, una serena reflexión acerca de la dedicación presupuestaria, salvo en términos de continua, y a veces demagógica e insensata, revisión al alza de las plantillas, del Estado a la Justicia, lo que se evidencia además en la exangüe Memoria económica que suele acompañar a los Proyectos y Anteproyectos de Ley que afectan a esa materia. De igual manera que tampoco, y fueron pioneros al respecto los ejemplares trabajos del recordado profesor Santos Pastor y algo posteriormente los de Francisco Cabrillo, entre otros, se ha dedicado en la academia y por los prácticos, tiempo y análisis a los números y dineros de la Justicia, a su coste, a su retorno social y en definitiva a una perspectiva económica, que no economicista a un terreno presidido en el artículo 24.1 CE por el derecho a la tutela judicial efectiva, y en cuanto al proceso debido, artículo 24.2 CE al derecho a una justicia sin dilaciones excesivas.

			Hace años que vengo siguiendo, y en algún caso coparticipando, con Juan S. Mora-Sanguinetti, en sus preocupaciones, expresadas en brillantes artículos y en diversos foros, sobre este tema de los costes económicos, y en definitiva sociales, de la Justicia en España, que no solo, aun siendo de gran interés e importancia, supone un horizonte de inversión financiera extranjera con vigilancia a parámetros como la exigencia de legalidad conectada con la seguridad jurídica y la dilación y costes de los procesos, junto con posibilidades como la mediación, el arbitraje y los acuerdos extrajudiciales, sino como he indicado más arriba supone una implementación de la credibilidad de la gobernanza de la convivencia en el Estado de Derecho y de derechos.

			Esa fecunda y excepcional trayectoria de Juan S. Mora-Sanguinetti culmina, por el momento en este libro, significativamente titulado La factura de la injusticia. Sistema judicial, economía y prosperidad en España, magníficamente concebido y estructurado, atractivo, y provocativo, en todos sus segmentos, y cuyo análisis dejo en las manos prestigiosas, y bien conocedoras del tema, de mi admirada María Emilia Casas Baamonde que introduce el libro, con la que he compartido honrosamente tareas en su desempeño de la magistratura y Presidencia del Tribunal Constitucional, desde mi destino en la Fiscalía ante el Tribunal Constitucional.

			Baste decir aquí que el libro efectúa un corte de corteza esencial en el corazón de la Justicia en España desde la perspectiva de sus costes, interrogándose con amenidad y erudición, con frecuencia a través de un sistema de preguntas, respecto de las numerosas aristas del problema y que lo hace con datos y conocimientos, empleando el bisturí para separar los meros datos de las realidades y proponiendo soluciones allí donde tiene las certezas de encontrarlas. Es un gozo leerlo, aunque en algunos casos al lector le surja la indignación o la vergüenza, por su claridad y precisión.

			Juan S. Mora-Sanguinetti ha escrito un libro imprescindible, útil y que abre la puerta a la reflexión sobre por qué los problemas de España, y la Justicia no es el menor, no concitan el consenso de estudiarlos, analizarlos, diseccionarlos y con datos y no meros lugares comunes, proponer soluciones que mejoren nuestra convivencia. Mi gratitud y enhorabuena por esos logros.

		

	
		
			INTRODUCCIÓN

			
JUSTICIA Y ECONOMÍA. LA FACTURA DE LA INJUSTICIA Y DE LA JUSTICIA

			MARÍA EMILIA CASAS BAAMONDE

			Catedrática de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social. Presidenta emérita del Tribunal Constitucional

			Comienzo esta Introducción, lo que hago con gran satisfacción, donde ha dejado su magnífico Prólogo mi querido y respetado amigo, Exfiscal General del Estado, Eduardo Torres-Dulce, con cuyas valoraciones sobre la justicia en nuestra ya experimentada democracia constitucional y sobre la oportunidad y la excelencia de este libro de Juan S. Mora-Sanguinetti coincido plenamente. Concluye Torres-Dulce su Prólogo expresando su gratitud y felicitación al autor por los logros, muy numerosos, de este libro. En efecto, hay que agradecer y felicitar a Juan Mora-Sanguinetti, y hemos de felicitarnos todos por su bien hacer, por esta sobresaliente publicación, que con tanta claridad expositiva como rigor analítico, disecciona con una metodología de análisis económico los problemas de nuestro sistema judicial, desde dentro y desde fuera del propio sistema, a partir de la ecuación entre calidad de la justicia, desarrollo económico y bienestar colectivo.

			Me uno, asimismo, al prologuista y al autor en el justo reconocimiento del trabajo pionero del profesor Santos Pastor, «ese gran analista económico del Derecho» y de la justicia. Tuve la gran fortuna de compartir con el profesor Pastor años de actividad académica en las Universidades Complutense y Carlos III de Madrid, y nuevamente, en la Complutense. Santos Pastor me transmitió su pasión por el análisis económico del Derecho y por su trabajo cuando preparaba el seminal ¡Ah de la justicia! Política judicial y economía. Personalmente estoy en deuda con Santos por el generoso regalo de su amistad y cariño. Su presencia en este libro hace que sea aún mayor mi complacencia, y mi gratitud a su autor, por permitirme participar esta Introducción.

			El título del libro tiene un innegable poder de atracción: La factura de la injusticia…, del mal funcionamiento de la justicia. Es una gran factura, desde luego, leído el libro de Mora-Sanguinetti. Los costes de transacción por los «malentendidos» en la interpretación de las normas jurídicas que regulan las relaciones entre privados y frente a los poderes públicos, representan la mitad del PIB de un país. La cuestión no es esa, sin embargo, sin que el autor descuide ofrecer la información esencial sobre el «Teorema de Coase». La cuestión es el impacto de la justicia en la economía y el objeto del libro radica en la demostración de que un buen sistema judicial, una justicia de calidad, traslada efectos positivos al desarrollo económico, a las decisiones de instalación, crecimiento e inversión de las empresas, de emprendimiento, de creación de empleo, y de bienestar colectivo. La factura de la justicia debe incrementarse, aunque el dinero de la justicia no sea el único componente que asegure la calidad de la justicia. Hay que invertir en justicia, porque reportará beneficios económicos y sociales, y, claro es, para el Estado de Derecho y de derechos, como leemos en el Prólogo de Torres-Dulce.

			Juan S. Mora-Sanguinetti es un experimentado jurista analista económico de la justicia. De su dilatada experiencia investigadora es prueba consumada este libro de referencia, que, a su vez, se apoya en numerosos trabajos anteriores de su autor, muy recientes algunos, que trazan su rica biografía científica. La premisa, de este libro y tantas otras aportaciones de su autor, es que la justicia es una institución capital de cualquier sociedad, y no una mera externalidad negativa del mercado, cuyo buen funcionamiento garantiza los derechos e intereses legítimos de las personas e instituciones, a las que sirve, pero es además el instrumento de prosperidad económica más importante de un país a largo plazo. La justicia es el fiel de la balanza de la calidad institucional de un país, y la calidad institucional es esencial para el funcionamiento eficiente de la economía y de las empresas, el incremento de su productividad y competitividad, el empleo, el desarrollo de la riqueza, la protección de los derechos, y el bienestar social. Toda una pieza de resistencia merecedora de la mayor atención en los tiempos que corren. En esa demostración, y en su consecución, se afana este libro. Ahí encuentra su razón de ser su subtítulo «Sistema judicial, economía y prosperidad en España», que sintetiza su objetivo de ocuparse de cómo afecta, y puede afectar positivamente, el buen funcionamiento de la justicia española a la economía española.

			El viaje con Juan S. Mora-Sanguinetti a través de las páginas de su libro es enormemente interesante, un viaje de lectura limpia en el que su autor despliega numerosas y destacadas reflexiones que califica de «instintivas», porque su dominio sobre las cuestiones abordadas le permite presentarlas como indeliberadas, cuando en realidad son producto siempre de un estudio objetivo, conciso y contrastado mediante el que las somete a «un análisis fino», en ocasiones aun «más refinado», para obtener resultados bien deliberados, comprobados y sólidos a partir de los cuales formula estrategias y propone soluciones. El Derecho, dice sin pararse en ello, es un instrumento de regulación del poder, cuyo monopolio ejerce el Estado a través de la justicia.

			No es este un libro sobre la justicia y la política, sobre el ruido de los debates acerca de la justicia, sobre la agitación en torno a su politización; ni sobre la justicia y el Derecho, sobre la legitimidad de la justicia que «emana del pueblo», como dice el artículo 117.1 de la Constitución, ni sobre cómo ha de ser la justicia justa, y no injusta, un perfecto oxímoron. El valor superior de justicia preside nuestro ordenamiento jurídico en la Constitución, que ha de ser justo, lo que, más allá de una proposición política, significa jurídicamente que las decisiones de la justicia, del poder judicial, han de fundamentarse en la ley que ha de aplicar sin poder anularla, facultad exclusiva de la jurisdicción constitucional; en esa aplicación de las decisiones políticas del legislador democrático y del Gobierno —plasmadas en normas reglamentarias sometidas a la ley y anulables por la jurisdicción ordinaria, sin necesidad de entrar en la primacía de la aplicación de las normas europeas— reside la independencia de los jueces. Siguiendo con la Constitución, la justicia se administra por jueces y magistrados «independientes, inamovibles, responsables y sometidos únicamente al imperio de la ley». El sistema judicial satisface el derecho fundamental de las personas a la tutela judicial efectiva de sus derechos e intereses legítimos, declarado en el artículo 24 de la Constitución, pero es sabido que la justicia no será efectiva si es tardía, resultado en el que influyen numerosos factores, especialmente el volumen o tasa de litigiosidad o de congestión del sistema judicial. Litigar es un derecho fundamental, pero, advierte el autor, un exceso de litigación «puede limitar ese derecho para aquellos que realmente lo necesitan».

			El análisis de Mora-Sanguinetti no se ocupa de las que denomina «percepciones», valoraciones sobre la justicia, sino de indicadores objetivos, medibles y contrastables mediante la estadística para alcanzar evidencias científicas, sobre la trinidad tiempo, coste y predecibilidad del sistema judicial, de la que la rapidez/dilación es el indicador principal de la buena/mala calidad de la justicia al englobar a los demás indicadores: una justicia lenta es costosa, se sobrecarga, y no es predecible, incentivando la utilización de los procesos impugnatorios o recursos, y «disminuye el bienestar para todos». En el análisis de estos indicadores Mora-Sanguinetti sitúa a la justicia en España «en perspectiva» con los sistemas judiciales de otros países, de las economías de su área, ayudándose de la metodología estadística de la OCDE o de la Comisión Europea para la Eficacia de la Justicia; y de otras varias de numerosos estudios y de elaboración propia, que figuran en el libro.

			Es este, metodológicamente, un libro perfecto, un libro de preguntas y respuestas sobre los problemas reales del funcionamiento de la justicia en España y la incidencia de su funcionamiento en la atracción de riqueza y bienestar o en su retracción, según su calidad. Y sobre la pregunta central de cuál es la razón de que la justicia, dentro del campo institucional, tenga tanta importancia en su entrelazamiento ineludible con la economía. A la que responde con datos objetivos obtenidos de la información estadística que proporcionan evidencia, avalan sus análisis, sus conclusiones, sus propuestas. El autor rastrea la «justicia dato a dato».

			Mora-Sanguinetti demuestra que nuestro sistema judicial «funciona razonablemente bien», «como la «media» de los países de su entorno». Los datos de la comparación estadística, no obstante las diferencias estructurales de modelos judiciales y de metodologías estadísticas que dificultan identificar un mismo concepto de juez o de sistema de gobernanza judicial, arrojan que nuestro sistema de justicia está en «el montón»: en tiempo de resolución, en coste, o mejor en gasto, en predecibilidad, la justicia española está en un estadio medio o medio/alto en comparación con los países mas cercanos y de nuestra misma familia judicial romano-continental.

			El autor desmonta muchos lugares comunes y convenciones supuestas de la desconfianza ciudadana sobre que la justicia en España sea lenta, cara e impredecible, o sobre la consideración, tenida como inapropiada conforme a patrones desconocedores de la realidad de la abogacía en Francia, de que solo en Madrid haya mas abogados que en el país vecino. Los abogados, dice Mora-Sanguinetti, son muy necesarios a medida que las sociedades son mas complejas y la tarea de asesoramiento que prestan es esencial para la seguridad jurídica y económica, la realización de operaciones económicas y la evitación de conflictos innecesarios. Pero no se queda ahí, pues despliega su crítica fundamentada de esos resultados complacientes que nuestro sistema judicial obtiene de la evidencia estadística. Que nuestro sistema judicial esté en la media de lentitud/rapidez de otros sistemas judiciales de nuestra misma familia no oculta el hecho de que «nuestra justicia muestra desgraciadamente signos de estancamiento desde hace muchos años» pese al incremento de la riqueza y del bienestar del país en las últimas décadas; no ha habido agilización ni mejora de su eficacia en este siglo en relación con otros servicios públicos, y advierte de los peligros de ese estancamiento del rendimiento del sistema en el largo plazo en su sobrecarga de trabajo (tasa de congestión y tasa de pendencia), que a su vez lentifica la capacidad de respuesta, la tasa de resolución. Con consecuencias negativas en decisiones empresariales de instalación, inversión, empleo, tamaño… El gasto (o inversión) en nuestro sistema judicial, aunque no sea barato, está estancado en relación al PIB y a la población, y si bien en número de jueces estamos en la media comunitaria o superándola y «no por gastar más, se consiguen mejores resultados», gastar más y, sobre todo, gastar mejor, para procurar la tecnificación-digitalización del sistema y agilizar la primera instancia, donde España obtiene peores resultados que otros países de la OCDE, es necesario para mejorar su eficacia.

			El empeño de su autor en este libro no se conforma, naturalmente, con lo que tenemos, no solo por la legítima aspiración de progreso que anima a toda contribución científica, sino porque para el autor la mejora de la calidad de la justicia es una de las fórmulas «que puede generar crecimiento a la economía española en el largo plazo».

			En su trabajo crítico, es un motivo que repite, y critica por ineficiente, la variedad de sistemas judiciales existente en España con diferencia de resultados entre Comunidades Autónomas y provincias, que altera la imagen que nos devuelven los datos obtenidos de estadísticas internacionales, pues el análisis estadístico interno demuestra que es más lenta, peor dotada y menos predecible la justicia en comunidades y provincias de mayor población y mayor dependencia económica de los sectores de servicios y primario que en las de menor población con economías industriales y manufactureras. La composición sectorial de la economía «no es inocua» en la demanda de justicia y en su prestación. Una de las cuestiones problemáticas que el libro plantea, entre tantas, es ciertamente de alcance no menor. Dice Mora-Sanguinetti que, dado que «la justicia importa para la toma de decisiones de inversión, es posible que, en el muy largo plazo, el sistema judicial termine por afectar al patrón de especialización sectorial de una economía». No es menospreciable que a través de la mejora de la justicia pudiéramos cambiar los defectos estructurales de nuestro sistema productivo.

			El análisis desde fuera (desde la demanda de justicia) confirma lo que ya sabemos: España es un país litigioso, cada vez más litigioso, «hiperlitigioso» en la gran crisis económico-financiera, expandiéndose esa litigiosidad diferenciadamente según las variables dichas. En los factores de litigiosidad Mora-Sanguinetti anota el incremento de la litigiosidad en los períodos recesivos, que es posible que confirme la crisis de la COVID-19, pese a haber sido una crisis de causas y comportamiento distintos.

			El libro no solo demuestra la ecuación arraigada en el análisis económico entre justicia y economía. Tiene también un gran valor jurídico-institucional. Sus hallazgos provocan siempre la necesidad de una reflexión. Sus reflexiones están cargadas de razón sobre la importancia económica de la seguridad jurídica, principio constitucional que ha de satisfacer el legislador democrático con el número y calidad técnica de sus normas y el sistema judicial con soluciones rápidas y predecibles. Muestra especial habilidad Mora-Sanguinetti en su construcción sobre el círculo virtuoso de la jurisprudencia, sobre la jurisprudencia como beneficio del sistema jurídico-económico al que aporta seguridad jurídica, predecibilidad y evitación de litigios por su efecto disuasorio de litigios perdidos o sancionados. La utilidad de la jurisprudencia, o el valor de la jurisprudencia útil, contrapuesta al desvalor de la litigiosidad oportunista, ocupa páginas de lectura obligada. Si incuestionables son las propuestas del autor sobre la necesaria tecnificación o digitalización del sistema judicial en beneficio de su rendimiento, más que razonables y comedidas son las que dedica a la especialización judicial, las tasas judiciales o las costas. Las tablas y figuras que acompañan a la obra, constituyen un apreciable y agradable apoyo para transitar por su texto, siempre esclarecedor.

			Insiste el autor en la importancia de la investigación estadística, de la estadística judicial, de la «jurimetría», para la buena gestión procesal, el incremento de la productividad y el acortamiento de los procedimientos, y en España la tenemos. Da su opinión sobre la necesidad de favorecer el crecimiento y fomentar la confianza en los mecanismos alternativos de resolución de controversias, como la conciliación, la mediación y el arbitraje, que descongestionan el sistema judicial, aunque no alcancen la previsibilidad de la justicia.

			Tras el recorrido pormenorizado por el funcionamiento de la justicia y su situación real en España, en el interior y en el exterior del sistema judicial, su afectación a la economía y las alternativas posibles, el libro concluye, más allá de la economía, en el sustrato «informal» de las instituciones, para propugnar la necesidad de un cambio cultural de la sociedad española, de deshacernos de la desconfianza y la confrontación, que anima la litigiosidad, y de transitar hacia un clima de confianza y seguridad, tan necesarias para el arraigo de fórmulas autónomas de composición de los conflictos, la mejora de la calidad de la justicia, de la economía y de nuestra convivencia democrática. Consciente de su significación, Mora-Sanguinetti se refiere realmente a una «revolución cultural». Residencia en ese sustrato informal de las sociedades el mundo de los valores y costumbres sociales, el «capital social», y propone la cultura de la confianza como la única solución a largo plazo de los problemas de la justicia, sin cuya mejora «es difícil alcanzar ninguna solución perdurable». Se trata de una solución y mejora, sin duda, exigentes, que se vinculan en nuestra Constitución de consenso a los cimientos de nuestra convivencia política, por lo que esa confianza y mejora han de comenzar por vivificar el compromiso constitucional de respeto a las instituciones y a sus ciclos vitales. ¿Cómo lograr que la desconfianza y la confrontación se tornen en confianza? El cierre de las propuestas de Juan S. Mora-Sanguinetti es indiscutible: «hay que invertir más y mejor en educación».

			Los lectores tienen en sus manos un libro estimulante, de lectura imprescindible, en que su autor despliega su caudal de conocimientos y de experiencia, que completa con la referencia de otros trabajos y recursos disponibles en la web sobre información cuantitativa y datos acerca de la justicia. En definitiva, un libro admirablemente objetivo y útil en tiempos de agitación y confrontación desmedidas, que a nadie y nada favorecen y a todos y todo perjudican.

		

	
		
			PRESENTACIÓN

			
¿ES OPORTUNO ESTE LIBRO?1


			El buen (o mal) funcionamiento del sistema judicial es muy importante para la vida de los ciudadanos, incluso de aquellos que no han hecho nunca uso de él. Como muestro en estas páginas, una buena justicia es mucho más que un instrumento de defensa de sus derechos y de sus libertades. También es, probablemente, el instrumento más relevante de prosperidad económica del que dispone una sociedad en el largo plazo.

			Al mismo tiempo, su funcionamiento resulta muy complejo. Compromete diariamente a decenas de miles de profesionales (en España había 5.341 jueces y magistrados en activo y 153.913 abogados ejercientes en 2020) y está sujeto a grandes tensiones (y pasiones) políticas, territoriales y personales. Todo ello impide, demasiadas veces (y a veces intencionadamente), hablar fríamente de la situación objetiva y real del sistema. Y es que, con independencia de que nos guste o no cómo la justicia ha actuado en algún caso concreto, ¿es nuestro sistema judicial tan lento o tan «ineficaz» comparado con el del resto de países como se dice usualmente en los debates públicos? ¿Quién es el «culpable» de sus problemas? ¿Somos uno de los países más litigiosos del mundo? ¿Hay verdaderamente «más abogados en Madrid que en toda Francia»? ¿Tenemos realmente pocos jueces? ¿Funciona igual la justicia en Barcelona y en Sevilla? ¿Está avanzando de una manera efectiva la digitalización del sistema judicial en España? Y, como implicación de todas estas preguntas y de otras muchas que se tratan en este libro, ¿afecta verdaderamente a los bolsillos de los ciudadanos y a la competitividad de nuestras empresas?

			La pretensión de este libro es contestar, con datos claros y objetivos, a todas esas cuestiones y conseguir con ello una mejor comprensión de cómo funciona nuestra justicia y cómo mejorarla, colaborando, espero, a que se cree un debate constructivo. El gran poeta Dante Alighieri dejó escrito que la peor parte del infierno estaba reservada para los equidistantes y los indiferentes. Me gustaría creer que, de ser así, yo no iré al infierno puesto que en estas páginas no he rehuido discutir cuestiones difíciles como, por ejemplo, la aprobación de las tasas judiciales en España, que tantas manifestaciones ha provocado, o la delicada cuestión sobre si los abogados son responsables (o no) de parte de la alta litigiosidad de nuestro país. Creo que, desde los datos y midiendo objetivamente la efectividad de las distintas iniciativas, se puede (¡y se debe!) hablar de todo ello.

			Adelanto aquí ya algunos resultados que, creo, son sugerentes y apuntan a la importancia de la discusión: ya en 2019, el año previo a la pandemia por COVID-19, la justicia en España, en todo aquello relacionado con conflictos entre ciudadanos y empresas, tenía capacidad para resolver solamente 1 de cada 1,8 casos pendientes de su pila de trabajo. En 2020, esa relación era ya de 1 de cada 2. Por si esto no fuera poco, por desgracia, la experiencia de la última «gran recesión» nos enseña que uno de los legados de la pandemia será el de un mayor empeoramiento, si cabe, en estas proporciones y un aumento de la congestión del sistema judicial.

			La recuperación de la economía española tras la pandemia necesitará un sistema judicial saneado, capaz de dar seguridad jurídica a ciudadanos y empresas. Valgan aquí solo dos ejemplos (de los muchos que se tratarán en este libro) de su importancia: si en un pronto futuro se consiguiera mejorar solamente en un punto la congestión judicial se lograría atraer a Madrid 3.400 viviendas más en alquiler o 3.100 a Barcelona. Al mismo tiempo, una justicia lenta cuesta mucho dinero. Buena prueba de ello la tenemos en que nuestras grandes empresas (las que forman el selecto «club» del IBEX-35) provisionan al año nada menos que 12.000 millones de euros para hacer frente a posibles litigios. Esa cantidad es algo más de lo que los Presupuestos Generales del Estado reservaron para todas las infraestructuras en 2021 y supera en cuatro veces lo presupuestado para toda la política de investigación y desarrollo de la sociedad de la información e innovación tecnológica de las comunicaciones.

			Este libro, utilizando un lenguaje asequible y alejado, en lo posible, de tecnicismos, extrae conclusiones esencialmente de mis últimos 15 años de trabajo en el análisis de la justicia tanto desde mi perspectiva como investigador en economía como de abogado. En ese período he publicado un conjunto de artículos de investigación en Derecho y en Economía, en revistas internacionales indexadas que, creo, proporcionan bases sólidas a las reflexiones que expongo en estas páginas. Asimismo, he sido coautor del OECD Civil Justice Project, realizado en el seno de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) (París) en el que se construyó una metodología completa de comparación de los sistemas judiciales a nivel internacional y una base de datos con resultados concretos que se reflejan aquí en este libro.

			Si este libro puede ayudar a que, mejorando la comprensión de cómo funciona la justicia, el refrán español «Pleitos tengas y los ganes» deje de ser poco a poco una maldición, ya me daría por satisfecho.

			
				
					1 Las opiniones y las conclusiones recogidas en este libro representan las ideas del autor, con las que no necesariamente tiene que coincidir el Banco de España o el Eurosistema.

				

			

		

	
		
			CAPÍTULO 1

			
INTRODUCCIÓN

			
1. ¿HAY UN «CULPABLE» DE LOS PROBLEMAS DE LA JUSTICIA EN ESPAÑA?

			El debate sobre las causas y las consecuencias de un «buen» o un «mal» funcionamiento de la justicia en España suele ser tan apasionado que normalmente se olvida de que se trata de una cuestión de dos: por un lado, depende de aquellos que proporcionan servicios judiciales (los jueces, las Administraciones Públicas que dotan de recursos al sistema judicial, etc.) y, por otro, de aquellos que demandan esos servicios (los abogados, las empresas, los ciudadanos). Todos dependen a su vez del medio y las circunstancias en las que se relacionan, que pueden ser difíciles: por ejemplo, puede haber una excesiva regulación que facilite los malentendidos y los conflictos, puede haber una crisis económica, etc.

			Tanto en el caso de que el sistema judicial esté mal dotado de recursos como en el que la «demanda» sea demasiado grande (en otras palabras, que España sea muy litigiosa), el sistema judicial será percibido como congestionado o lento y eso provocará el descontento social.

			En las páginas que siguen, en este libro se desarrollan en primer lugar tres conjuntos de cuestiones: el primero describe la situación en la que se encuentra el sistema judicial, medida realmente con datos y resultados objetivos. El segundo se refiere a cómo están «funcionando» los jueces y su dotación de recursos. Por último, se reflexiona acerca de la situación de los «demandantes» (principalmente los abogados, pero también los ciudadanos y las empresas). Esta estructura básica se inspira en la metodología utilizada por la OCDE1 para el análisis de los sistemas judiciales a nivel internacional (véase la figura 1.1).

			Este libro aborda, a continuación, otras cuestiones que afectan al sistema judicial en su conjunto y sus efectos en la sociedad española: en primer lugar, los impactos económicos del funcionamiento del sistema judicial en España; en otras palabras, cómo afecta a aquellos que quieren alquilar una vivienda, ampliar su empresa o simplemente obtener un préstamo. En segundo lugar, las alternativas al uso del sistema judicial, como los «mecanismos alternativos de resolución de conflictos» (la mediación o el arbitraje, por ejemplo), pero también las venganzas. Finalmente, se formulan algunas conclusiones y se plantean algunas soluciones, en especial, la necesidad de un cambio cultural. Todo esto se acomete en los capítulos 6, 7 y 8.

			
2. UNA NOTA METODOLÓGICA

			Aunque creo que está implícito, hay algo que me gustaría dejar claro desde el principio y es que este libro no viene a sustituir a ningún texto de Derecho Procesal. Antes al contrario, busca complementar el debate con una faceta que usualmente se pasa por alto, que es la del análisis de los datos y de los efectos reales del funcionamiento de la justicia.

			Los temas a debatir en cuanto al análisis del sistema judicial, además de apasionantes, son casi infinitos. Por ello, no en vano, su estudio concentra el esfuerzo de una parte importante de los investigadores de las Facultades de Derecho y es una sección fundamental del currículo de sus estudiantes, que deben superar varios cursos de Derecho Procesal (entre otras varias asignaturas, que directa o indirectamente también analizan la justicia). Por el lado de la práctica, los abogados, los procuradores, sus colegios profesionales y las empresas dedican no pocos recursos y conferencias a entender (o prever) los cambios de la justicia que puedan afectarles en su actividad diaria. Por su parte, los usuarios últimos del sistema judicial, los ciudadanos, dedican mucho esfuerzo, normalmente a través de sus abogados, a diseñar estrategias acerca de cómo utilizar de forma óptima el sistema o a entenderlo, mediante formación o accediendo a materiales de divulgación.

			FIGURA 1.1

			Un esquema muy amplio del funcionamiento del sistema judicial

			
				
					
				
				
					
							
							Según la OCDE, el «buen» o el «mal» funcionamiento de la justicia es el resultado de la interrelación de dos grupos de factores: por un lado, cómo trabajan los jueces (y los órganos judiciales) y, por otro, cómo actúan los ciudadanos y sus abogados (demandando los servicios de los primeros). Una falta de rendimiento en el primer caso o un exceso de litigación en el segundo redundará en un colapso de la justicia.
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			Pensando especialmente en el lector lego en Derecho, creo que vendría bien aquí proporcionar algunas notas, muy generales, sobre la estructura general del sistema judicial. En primer lugar, conviene aclarar que, para muchas cuestiones en España no hay «un» solo sistema judicial, sino cuatro. La justicia en nuestro país está dividida en cuatro jurisdicciones: la civil, la penal, la contencioso-administrativa y la social2. Cada una de ellas ha sufrido cambios relevantes a lo largo de la historia y es servida por jueces que, hasta cierto punto, están especializados. En cualquier caso, el sistema se cierra en conjunto, en el Tribunal Supremo3.

			De forma muy simplificada, la jurisdicción civil resuelve los conflictos entre ciudadanos y empresas y, en general, los litigios de naturaleza privada. Por ejemplo, un divorcio, el desacuerdo entre un cliente y una empresa por el defecto en un producto, el enfrentamiento entre dos empresas por una patente o innovación industrial, etc. La jurisdicción contencioso-administrativa resuelve los conflictos relacionados con la Administración Pública. Por ejemplo, el recurso de un ciudadano contra la Administración por sentirse injustamente tratado en cuanto al reconocimiento de un título universitario o el enfrentamiento de un constructor con su ayuntamiento por determinadas decisiones urbanísticas. La jurisdicción social resuelve los conflictos laborales (por ejemplo, los relativos a los despidos). Finalmente, la jurisdicción penal se encarga de juzgar las infracciones más graves del ordenamiento jurídico, que suponen las amenazas o los daños más serios para la sociedad (como, por ejemplo, los robos y los asesinatos) y de imponer, eventualmente, el correspondiente castigo a los culpables. Esta última jurisdicción es la más «cinematográfica», lo que lleva a pensar, erróneamente, que cualquier cosa puede terminar siendo juzgada allí.

			La figura 1.2 proporciona un pequeño esquema del sistema judicial desde el punto de vista del ciudadano. En él se incluye una referencia al número de conflictos que se resuelven en España en un solo año. Como puede observarse, en el caso de la jurisdicción contencioso-administrativa se superan los 100.000 casos. En las jurisdicciones civil o penal, los asuntos a resolver se cuentan por millones. Espero que ningún lector que estuviera pensando preparar la oposición a judicatura pierda la vocación por ver estas cifras (y el trabajo tan enorme que le espera).

			FIGURA 1.2

			Estructura (muy simplificada) del sistema judicial español y su volumen de trabajo

			
				
					
				
				
					
							
							Tanto en 2019, el último año en el que se trabajó normalmente antes del inicio de la pandemia por COVID-19 como en 2020, el sistema judicial recibió más de 4 millones de asuntos para resolver, la mayor parte de naturaleza privada (conflictos entre ciudadanos y empresas) o de carácter criminal.
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			FUENTE: Elaboración propia y CGPJ (2021).

			A lo largo de estas páginas analizaremos, con datos lo más amplios posibles, todo el sistema judicial, aunque el lector también encontrará algunas reflexiones específicas sobre los distintos órdenes jurisdiccionales. Intentar un análisis de cada jurisdicción por separado (o incluso facetas concretas de una sola de ellas) necesitaría de un libro completo en cada caso, pero esto es, hasta cierto punto, innecesario pues a pesar de sus diferencias, las cuatro jurisdicciones conviven, se interrelacionan y comparten los mismos problemas de base.

			Iremos viendo que, en muchos de los ejemplos, se habla sobre todo de los asuntos civiles (como los conflictos de familia, los malentendidos entre empresas, nuestro enfado con un hipermercado cuando nos sirve mal un producto, etc.). Hay muchos motivos para ello: su análisis permite una mayor comparabilidad (y, por tanto, objetividad) con otros países en tanto que la jurisdicción civil es la más ampliamente analizada a nivel internacional. En segundo lugar, la normativa procesal civil es, todavía hoy, supletoria de la del resto de jurisdicciones, por lo que su análisis es útil para todas. Por último y, con el respeto debido a la jurisdicción penal, la jurisdicción civil ingresa un número enorme de conflictos (superando ampliamente el millón de casos al año). En la figura 1.2 se evidencia que, en 2019, hubo 1.419.859 asuntos ingresados civiles (sin incluir los conflictos relacionados con el Derecho de familia) y 204.508 asuntos de familia (divorcios, separaciones, alimentos de menores, etc.). Frente a ello, la jurisdicción contencioso-administrativa ingresó «solamente» 139.311 asuntos (sumando urbanismo, medio ambiente, o Administración Tributaria). Las cifras de 2020 fueron algo inferiores: 1.382.960 en asuntos civiles (181.215 de familia) y 102.871 en lo contencioso.

			La mención frecuente al año «2019» me lleva a proporcionar otra aclaración. En los distintos análisis reflejados en estas páginas se primará el año 2019 por ser el último año completo de estabilidad y «normalidad» antes de la paralización de la actividad judicial ocurrida con el inicio de la pandemia por COVID-19. Lo que sucederá en la justicia, en el largo plazo, terminada la pandemia, se presume que se parecerá mucho más al sistema judicial de las últimas décadas que a lo ocurrido en 2020 y 2021. Todo esto no invalida el hecho de que, en este libro, a lo largo de distintos apartados, se aborde expresamente el análisis de los efectos del COVID-19 en los órganos judiciales.

			Finalmente, quiero señalar que los distintos temas tratados pueden ampliarse consultando la bibliografía presentada al final y que incluye obras tanto jurídicas como de carácter económico. Eso sí, las citas directas dentro del texto se han reducido a un mínimo para facilitar la lectura.

			
3. EL ANÁLISIS DE LA JUSTICIA (CON DATOS) EN ESPAÑA Y ALGUNOS DE SUS PROTAGONISTAS

			Ante todo, debo señalar que no es el primer libro que intenta analizar la justicia con datos o que se interese por los impactos del sistema judicial en la economía. En estas páginas se citan, siempre que es posible, otros muchos estudios que han realizado aportaciones, sin duda brillantes, en estos ámbitos.

			Por el lado académico me gustaría mencionar los trabajos de Francisco Cabrillo4, Gabriel Doménech, Nuno Garoupa, Fernando Gómez Pomar5, Aurelio Gurrea, Marta Martínez-Matute, Virginia Rosales, Benito Arruñada, Alfonso Egea, Álvaro Perea o Matilde Cuena, entre otros. Muchos de ellos están agrupados en la Asociación Española de Derecho y Economía (AEDE) a la que personalmente he dedicado mucho esfuerzo en estos últimos años. La Asociación ha organizado ya 11 conferencias anuales y debería denominarse «ibérica» por su constatada actividad tanto en España como en Portugal. A título póstumo, es muy necesario recordar a Santos Pastor, a quien conocí personalmente y de quien guardo un gratísimo recuerdo. Santos realizó una labor que ayudó enormemente a entender la justicia en España sin escuchar el «ruido de fondo»6.

			Por otro lado, la Fundación para la Investigación sobre el Derecho y la Empresa (FIDE), personificada en Cristina Jiménez y Carmen Hermida, sin olvidar a todo el equipo, está realizando una ingente labor en el análisis pausado, neutral y de calidad del funcionamiento del sistema judicial. También, en paralelo, la Fundación Wolters Kluwer, presidida por Cristina Sancho Ferrán, está desarrollando interesantes (y necesarios) análisis de la justicia con datos.

			Desde el punto de vista de la práctica y más en concreto, desde la abogacía, hay que señalar el trabajo de Eduardo López Román, Rodolfo Tesone, Carlos A. Sáiz y de los miembros de ENATIC. El análisis de los datos de la justicia y la extensión de nuevas metodologías en el análisis del Derecho entra, sin lugar a dudas, en contacto con el «cumplimiento normativo» («compliance»).

			Dentro del sistema judicial, es necesario reconocer las valiosas aportaciones de Francisco Gutiérrez, a la par magistrado e investigador. Junto a él me gustaría destacar a Miguel Pascual de Riquelme, presidente del TSJ de Murcia, que es tan consciente de las importantes implicaciones económicas que tiene tener un buen sistema judicial a nivel regional. Por último, pero no menos importante, hay que destacar la labor enorme y tremendamente valiosa de recopilación y tratamiento de la información estadística realizada por el Consejo General del Poder Judicial (CGPJ). En concreto, sería inexcusable no reconocer la figura de Ildefonso Villán.

			Este apartado no es, por supuesto, exhaustivo.

			
4. AGRADECIMIENTOS MÁS CERCANOS

			Por último, aunque en realidad sea lo primero en importancia, agradezco el impulso y los ánimos para escribir este libro que me ha dado mi padre, que tanto valor ha venido dando a la divulgación científica. Como él recuerda, este tipo de obra debe basarse siempre en investigación sólida. Sé que él se alegra más por este libro que por sus muchos ya publicados.
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